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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 17 de 
noviembre de 2022, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero y  
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 

 

DICTAMEN 516/2022 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 19 de septiembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de la 
asistencia sanitaria que le fue prestada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 23 de septiembre 2022, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 516/2022, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal como 
dispone el artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del 
Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de 
febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el 
Sr. Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos 
Antón. 

 
Primero.- El 13 de octubre del 2020 D. yyyy presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Administración 
autonómica, en la que solicita el reintegro de las cantidades pagadas a varios 
centros sanitarios privados a los que acudió por considerar que había 
retrasos en el diagnóstico y en el tratamiento de su patología por parte de la 
sanidad pública. 
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Mantiene que no se han empleado los medios adecuados para el 
diagnóstico del aneurisma aórtico que sufría, al no haberse realizado un 
Angio TAC, y que, por ello se ha producido una demora trascendental para 
llevar a cabo el tratamiento médico necesario con el evidente riesgo para la 
vida. 

 
Cuantifica la indemnización solicitada en 6.723,36 euros. 
 
Adjunta informe de urgencias del Hospital hhhh de xxxx, varios 

informes médicos emitidos por clínicas sanitarias privadas, informe pericial 
médico y las facturas abonadas en centros sanitarios privados. 

 
Segundo.- Al expediente se incorporan, además de la historia clínica 

del paciente, informes del Servicio de Urgencias del Hospital hhhh de 29 de 
octubre y de 1 de diciembre de 2020, así como un informe de la Inspección 
Médica de 22 de abril de 2021. 

 
   Tercero.- Concedido trámite de audiencia, el 21 de diciembre de 
2021 el reclamante presenta escrito de alegaciones en el que reitera su 
pretensión. 

 
Cuarto.- El 13 de septiembre de 2022 se formula propuesta de orden 

desestimatoria de la reclamación. 
 
Quinto.- El 14 de septiembre de 2022 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Sanidad informa dicha propuesta favorablemente. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
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de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que 
se recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial.  

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación (13 de octubre del 2020) hasta que se 
formula la propuesta de orden (13 de septiembre de 2022). Esta 
circunstancia necesariamente ha de considerarse como una vulneración por 
parte de la Administración del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León, que consagra el derecho de los ciudadanos a la resolución de 
los asuntos que les conciernan en un plazo razonable; e igualmente como 
una infracción de los principios y criterios que han de regir su actuación, 
recogidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (en adelante, LRJSP), como los de eficacia, agilidad, eficiencia 
y servicio a los ciudadanos, entre otros. 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC. La competencia para resolver la presente 
reclamación corresponde al Consejero de Sanidad, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1, párrafo primero, de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que además se remite, de forma 
genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 
doctrina del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente 

e individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con 
la ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, 

es decir, la integración del agente en el marco de la organización 
administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la 
actividad en cuyo ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa 

y el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño 
sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público o actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que 

se produjo el hecho causante. 
 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que pueda producirse.  

 
En el ámbito de la responsabilidad sanitaria, el parámetro que permite 

apreciar el grado de corrección de la actuación sanitaria a la que se imputa el 
daño viene determinado por el criterio de la lex artis. La teoría de la lex artis 
ad hoc en la actuación médica parte de considerar que la obligación del 
médico o de los servicios sanitarios es una obligación de medios en tanto 
que no es posible asegurar la salud en términos absolutos. De ahí que la 
Administración Sanitaria y sus agentes estén obligados a poner a disposición 
del usuario todos los medios disponibles que hagan posible la protección de 
la salud, protección que no siempre alcanza un diagnóstico cierto rápido, una 
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curación sin secuelas o una atención sanitaria en un determinado tiempo y 
sin espera. El paciente tiene derecho a que se le dispense una atención 
adecuada, según la lex artis ad hoc, y no a obtener un resultado curativo 
determinado, toda vez que la medicina no es una ciencia exacta; la lex artis 
ad hoc abarca no solo intervenciones quirúrgicas, sino también tratamientos 
no quirúrgicos y de diagnóstico. 

 
Por tanto, según el criterio de la lex artis ad hoc, solo existirá 

responsabilidad cuando se infrinjan los parámetros que constituyen dicho 
criterio, que está, pues, en relación con el elemento de la antijuridicidad, de 
modo que existe obligación de soportar el daño –por no ser este antijurídico- 
cuando la conducta del médico que ha tratado al paciente ha sido adecuada 
a la lex artis, mientras que, en caso contrario, cuando la actuación del 
médico ha sido contraria a la lex artis, la obligación de reparar recae sobre la 
Administración. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, este Consejo Consultivo considera 

que la atención sanitaria prestada al paciente ha sido correcta, en 
coincidencia con lo argumentado por la Inspección Médica, y que no procede 
el reintegro de los gastos médicos ocasionados al acudir a la medicina 
privada. 

 
El 30 de noviembre de 2019 el paciente acudió al servicio de urgencias 

del Hospital hhhh, con dolor retroesternal desde hacía tres días que 
aumentaba con los movimientos respiratorios y mejoraba al inclinarse hacia 
adelante, indicando que los días previos había tenido dolor de garganta y 
fiebre hasta 38,5 ºC. Previo ecocardiograma, se le diagnosticó pericarditis 
aguda, y el tratamiento prescrito fue no realizar ejercicio físico, ibuprofeno, 
colchicina y omeprazol. 

 
Con estos antecedentes, la Inspección Médica señala que al paciente 

se le trató conforme a la guía terapéutica del Sacyl: “Tanto el Ecocardiograma 
Doppler como el Angio TAC no están indicadas en Urgencias según esta Guía 
Terapéutica”. Añade que “La pericarditis aguda (Anexo II folios 1-4, 6, 17-
21) se manifiesta con dolor torácico de varios días de evolución, que suele 
aumentar con la inspiración y mejorar con el tronco inclinado hacia delante, 
puede aparecer fiebre y cuadro catarral reciente, puede cursar sin derrame, 
estudiado éste con un ecocardiograma, y presentar en el ECG elevación 
difusa del ST; sintomatología toda ella concordante con la que presentaba el 
paciente”. 
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Según el relato del paciente, ante la mala evolución del tratamiento 
prescrito y la apariencia de gravedad del proceso, a los cuatro días acudió a 
la sanidad privada. Sin embargo, la Inspección Médica señala que “no consta 
en Medora (programa informático de Atención Primaria) asistencia a su 
Médico de Atención Primaria ni a su Centro de Salud (Anexo I Folio 9), ni 
tampoco al Servicio de Urgencias del Hospital hhhh donde se podría haber 
continuado estudiando al paciente, o bien haber sido derivado a los 
hospitales de referencia del SACYL”. 
 

En este contexto, y conforme al informe médico emitido por la Clínica 
Universidad de Navarra, el 4 de diciembre de 2019, se realizó al paciente un 
Ecocardiograma Doppler y un Angio TAC, siendo diagnosticado de pericarditis 
y de una cardiopatía congénita del tipo de la válvula aórtica bicúspide y un 
aneurisma de la aorta ascendente, y que motivó su intervención quirúrgica el 
16 de diciembre de 2019 en Quirón Salud de Pozuelo de Alarcón. 
 

Resulta cierto que los informes obrantes en expediente consideran 
que el funcionamiento del servicio público de salud ha sido correcto y que se 
prestó la debida asistencia con empleo de todos los medios puestos a su 
disposición conforme la lex artis. La Inspección Médica afirma que “no cabe 
concluir que, en el momento en que el paciente fue explorado el día 30 de 
noviembre de 2019 en el Servicio de Urgencias del Hospital hhhh de xxxx, los 
signos y síntomas que presentaba, debieran haber llevado al facultativo a 
solicitar distintas pruebas complementarias de las que se pidieron, y por lo 
tanto diagnosticar y tratar al paciente de Aneurisma de Aorta; en cambio sí 
se llegó al diagnóstico de Pericarditis, instaurando tratamiento farmacológico 
el cual fue mantenido por los especialistas de la sanidad privada de ambos 
hospitales”. 

 
»Ni siquiera el informe de VDC aportado por el reclamante 

concluye que haya existido en este caso mala praxis médica. 
 
»[El] paciente decidió lícita, libre y voluntariamente acudir a la 

sanidad privada para su valoración”. 
 
Por su parte, el Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el 

que se establece la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de 
Salud y el procedimiento para su actualización, dispone en su artículo 4.3: 
“La cartera de servicios comunes únicamente se facilitará por centros, 
establecimientos y servicios del Sistema Nacional de Salud, propios o 
concertados, salvo en situaciones de riesgo vital, cuando se justifique que no 
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pudieron ser utilizados los medios de aquel. En esos casos de asistencia 
sanitaria urgente, inmediata y de carácter vital que hayan sido atendidos 
fuera del Sistema Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la 
misma, una vez comprobado que no se pudieron utilizar oportunamente los 
servicios de aquel y que no constituye una utilización desviada o abusiva de 
esta excepción. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los convenios 
internacionales en los que España sea parte o en normas de derecho interno 
reguladoras de la prestación de asistencia sanitaria en supuestos de 
prestación de servicios en el extranjero”.  

 
Por tanto, para la procedencia del reintegro de los gastos médicos 

ocasionados, a través de la reclamación de responsabilidad patrimonial, 
resulta necesaria la acreditación de una deficiente o denegación injustificada 
de asistencia sanitaria, puesto que con carácter general no puede reconocerse 
a los pacientes el derecho a optar, de un modo unilateral, por la asistencia 
privada. 

 
En el presente caso, no consta en el expediente la existencia de una 

mala praxis en la asistencia sanitaria prestada en el Hospital hhhh, que 
además haya producido un empeoramiento de su salud o secuelas 
irreversibles que pudieran debilitar la eficacia de la intervención esperada. 
Incluso el informe pericial de 5 de junio de 2020, aportado por el reclamante, 
concluye que la actuación médica “No cumple los criterios totales de mala 
praxis médica”. 

 
Por ello, al no apreciarse una deficiente actuación, esos gastos 

derivados de su decisión de acudir a la sanidad privada, algo perfectamente 
respetable, no constituyen daño antijurídico alguno que el reclamante no 
tenga la obligación de soportar. La opción elegida, libremente decidida, no 
conlleva que posteriormente deba ser resarcido en los gastos ocasionados, si 
la asistencia recibida por parte de la sanidad pública se prestó de forma 
adecuada.  

 
En nuestro sistema sanitario no existe derecho de opción entre la 

sanidad pública y la privada -posibilidad que tiene carácter excepcional- (por 
todos, Dictámenes de este Consejo Consultivo 24/2015, 19/2016, 584/2017, 
92/2018 586/2019 o 257/2020), si bien el beneficiario tiene que justificarla y 
solicitarla, así como procederse con criterio cauteloso para evitar conceder el 
reintegro de unas cantidades devengadas por cuidados médicos que podrían 
haberse prestado en instituciones del sistema público de salud, que disponen 
de medios técnicos y humanos cualificados. 
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Por todo lo expuesto, debe considerarse que las actuaciones llevadas 

a cabo en la sanidad pública se ajustaron a la lex artis ad hoc y que fueron 
adecuadas a la patología que presentaba el paciente, siendo decisión libre y 
voluntaria de este acudir a la medicina privada. En conclusión, no existe 
relación causal entre los daños reclamados y el funcionamiento del sistema 
público de salud, por lo que no procede declarar la responsabilidad patrimonial 
de la Administración. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa:  
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de la 
asistencia sanitaria que le fue prestada.  

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


